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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control:

Expediente N°:
Demandante:
Demandado:

Nulidad y Restablecimiento del Derecho

23.001.33.33.002.2017.00461
María de la Cruz Orozco de Mendoza
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -
ICBF

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte
demandante, contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se
declaró la falta de jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.
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En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó e! estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños.

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías publicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboraimente y devengarán un salario mínimo o.su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustitutas recibirán una
bonificación equivalente ai salario mínimo del 2014, proporcional al numero de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibfdem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."
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91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).
(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, tas entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, sí bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, medíante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1 ° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de
Lorica, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso, teniendo
en cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
6 "Por el cual se regíamenfa parcialmente e! articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.
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IERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado, para conocer
del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

i; Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

"Remitir el expediente a! Juzgado Civil del Circuito de Lories".

TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso, teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El aníerior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http7/www,ramajudícÍal.gov.co/web/juzgado-02-adm¡n¡3írativo-de-monteria/42

La Secretaria,

DRIGUEZ ALARCON
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Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control:

Expediente N°:
Demandante:
Demandado:

Nulidad y Restablecimiento del Derecho

23.001.33.33.002.2017.00223
Miriam Rosa Cardoza de Sierra
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -
ICBF

Se procede a decidir e! recurso de reposición interpuesto por la parte
demandante, contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se
declaró la falta de jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.
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En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en e¡ fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de ios programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió ¡a Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF-- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país,"

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, Gomo retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vinculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un saiario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptaren diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para ¡as madres comunitarias
se haré a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo de! 2014, proporcional ai número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."
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91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
280 cíe 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con ia vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(¡i) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).
(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará ¡a gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir de! año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 13 de diciembre de 2017.

Finalmente, el Despacho devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que efectivamente fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado, para conocer
del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 efe 2012 y se dictan otras disposiciones."
9 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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SEGUNDO: Devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
efectivamente fueron consignados. Para lo anterior, se dispondrá por secretaría
hacer las deducciones contables a que haya lugar.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el llnk
http.//www.famajudicial.gov.co/web/juzgado-02-admin¡strativo-de-monteria/42

La Secretaria;

RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
ra

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

fVIedio de Control:

Expediente N°:
Demandante:
Demandado:

Nulidad y Restablecimiento del Derecho

23.001.33.33.002.2017.00514
Piedad Díaz Ospino
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -
ICBF

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte
demandante, contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se
declaró la falta de jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.
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En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pég. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado, As! reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen medíante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2, A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3. \ Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las

madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que ¡o anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibidem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."
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PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado, para conocer
del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

"Remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de Loríca".

TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso, teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J,, para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
htÍp://www.ramajud¡c¡al.gov.co/web/juz9ado-02-admínisírativo-de-monteria/42

La Secretaria,

JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON
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91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(U) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social."(Art. 2).
(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras de!
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas iegalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamíentos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF Inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

De! anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con iodos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de
Lorica, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso, teniendo
en cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente e! articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control:

Expediente H°:
Demandante:
Demandado:

Nulidad y Restablecimiento del Derecho

23.001.33.33.002.2017.00471
Ana Cira Fuentes Morelo
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -
ICBF

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte
demandante, contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se
declaró la falta de jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y
Restablecimiento del Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entré el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.
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En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad lega! que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra ¡a Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió ia Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para ia continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, /as cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo lega! mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles ¡a calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento de! salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente ai salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."
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91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con tas entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas iaboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).
(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa .de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se traía de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de
Lorica, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso, teniendo
en cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente .el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.
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PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado, para conocer
del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual

quedará así:

"Remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de Loríca".

TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso, teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudicial.QOv.co/web/juzgado-02-admlnistrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00520
Demandante: Carmen Cecilia Gómez Espitia
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607:de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a ¡a población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ÍCBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ÍCBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que tos HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución ai servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de ¡as madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con ¡as entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(7/0 "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de ¡as entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 13 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Promiscuo del
Circuito de Montelíbano, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

El Despacho no devolverá Jos gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

»; No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

Corregir el numeral 2° del auto de 13 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

"Remitir el expediente a los Juzgados laborales del circuito de Montería".

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de (a Seguridad Laboral.
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TERCERO: No devolver ios gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

; Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 15 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://wvw.rarnajudicial.gov.co/weMyzgado-02-adrninisirativo-de-monieria/42

La Secretaria,

ODRIGUEZALARCON



Consejo Superior 4e la Judicatura

República «Je Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00325
Demandante: Orfa Elena Barrete Acevedo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios
de Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo
Superior de la Judicatura dentro del expediente radicado con el N°
11001010200020170180000 (14460-33) no es aplicable al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos del
proceso. Para tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha
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contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de
Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más
pobre de ¡os sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y
cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB
como "aquellos que se constituyen a fravés de becas del Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y
utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan- las necesidades básicas de nutrición,
salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos sociales pobres del
país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado. Así
reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o
del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias, en acción
mancomunada, atiendan /as necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo
individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto
original)...

86.2. A su tumo, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye medíante la
contribución voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que tengan
derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han
sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de 20124, cuyo artículo 36
dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y
Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De manera progresiva
durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en
procura de garantizar a todas las madres comunitarias el salarlo mínimo legal mensual vigente, sin
que lo anterior implique otorgarles la calidad de funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas ¡aboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original),

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con la
vinculación de ¡as madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

A "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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Trabajo, de acuerdo con ¡a modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social."(Art. 2).

(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas iegalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los iíneamientos establecidos por el
ICBF."(Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilaré y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien, la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios
de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente
no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura
e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó
con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para
que las madres comunitarias tengan todas las garantías y derechos consagrados en el Código
Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa
de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal
con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en
consecuencia, como se traía de un conflicto jurídico originado en un contrato de
trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral
y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que
no se repondrá el numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia mencionada, en
el sentido de remitir el expediente al Juzgado Promiscuo del Circuito de Ayapel, quien
es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

ÍERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

>: Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 ¡a Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Segundad Laboral.
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"Remitir el expediente al juzgado promiscuo del circuito de Ayapel".

TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que no
fueron consignados.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http:'/www.ramajud¡cial.gov,co/weyuzgado-02-adminístrativo-de-montefia/42

La Secretaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°; 23.001.33.33.002.2013.00082
Demandante: Martha Cecilia Pacheco Cogollo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante contra
el auto de 11 de diciembre :de 2017, mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción
para conoceré! medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previas las
siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior
de la Judicatura dentro del ^expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no es aplicable al'caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por te demandante
y el Instituto Colombiano dé Bienestar Familiar (ICBF).

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, se ordene la devolución de
los gastos del proceso. Para'tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad legal
que ha regulado la labor :de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha contra



la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de Hogares
Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más pobre de los
sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante ¡a cual se incrementó el presupuesto
de ingresos de! ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y cobertura de ¡os
HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB como "aquellos que se
constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF- a las familias
con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos
locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y
social de los niños de los estratos sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo '1 precisa que los HCB se componen,
principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las personas que
desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución aíseryicio prestado. Así reza dicha norma
legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refieré.'el parágrafo 2o del artículo 1o de la
Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias, en acción mancomunada, atiendan
las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de ios niños
de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su tumo, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre e! ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante la contribución
voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla condición
laboral de las madres comunitarias y considerarías como trabajadoras para que tengan derecho a
percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han sido
desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley I607>de 20124, cuyo artículo 36 dispone
que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y Sustituías una
beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De. manera progresiva durante los años
2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en procura de garantizar a
todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual: vigente, sin que lo anterior implique
otorgarles la calidad de funcionarías públicas. ••

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo 'o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con la vinculación
de las madres comunitarias: •

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de ias Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social." (Art. 2). ;

1 "Por ¡a cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones.

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibfdem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."



(iii) "Podrán ser empleadores de ¡as madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan ios lincamientos establecidos por el
¡CBF."(Arí. 4). ,'

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar" (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente no
implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura e
inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó con
la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para que las
madres comunitarias tengan todas las garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo
de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de
Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal con
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia,
como se traía de un conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, e!
Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de
seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se
repondrá el numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia mencionada, en
el sentido de remitir el expediente al Juzgado Laboral del Circuito de Montería, quien es
el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que efectivamente fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregiré! numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual quedará
así;

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal deíTrabajo y de la Seguridad Laboral.



"Remitir el expediente al Juzgado Labora! del Circuito de Montería".

Devolver ios'gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
efectivamente fueron consignados. Para io anterior, sé dispondrá por secretaría hacer
las deducciones contables a que haya lugar.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a les 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juz9ado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

'SE RODRÍGUEZ ALARCON

4



Rama Judicial

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00229
Demandante: Carmen Alicia Martínez Ricardo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 15 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios
de Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Discipiinaria del Consejo
Superior de la Judicatura dentro del expediente radicado con el N°
11001010200020170180000 (14460-33) no es aplicable al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos del
proceso. Para tales efectos; autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la'Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF): ;

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha
contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de
Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más
pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del país.
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85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y
cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB
como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y
utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición,
salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos sociales pobres del
país." r

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como-retribución al servicio prestado. Así
reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o
del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, .para que las familias, en acción
mancomunada, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo
individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto
original)...

86.2. A su tumo, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante la
contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que tengan
derecho a percibir el salario mínimo"3. '

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han
sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de 20124, cuyo artículo 36
dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y
Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De manera progresiva
durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en
procura de garantizar a todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin
que lo anterior implique otorgarles la calidad de funcionarías publicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboraímente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con la
vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboraímente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social." (Art. 2).

(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones,"

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones,"
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capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los líneamientos establecidos por el
ICBF."(Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en fa prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar," (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios
de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente
no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura
e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó
con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para
que las madres comunitarias tengan todas fas garantías y derechos consagrados en el Código
Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa
de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal
con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en
consecuencia, como se trata de un conflicto jurídico originado en un contrato de
trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral
y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el
artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que
no se repondrá el numeral 1° del auto de 15 de diciembre de 2017.

V

Finalmente, el Despacho rio devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

No reponer el numeral 1° del auto de fecha 15 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho,

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que no
fueron consignados.

8 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
:. MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

"IRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior 4e ¡a Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°; 23.001.33.33.002.2017.00230
Demandante: Marleny Viloria Diaz
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante contra
el auto de 15 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción
para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previas las
siguientes

Sostuvo que ia Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior
de la Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no es aplicable al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la demandante
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos del
proceso. Para tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Cprte Constitucional realizó el estudio de la normatividad legal
que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág, 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Pian de Lucha contra
la Pobreza Absoluta y para ,/a Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos ei de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de Hogares
Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más pobre de los
sectores sociales urbanos y rurales del país.
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85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el presupuesto
de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y cobertura de los
HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB como "aquellos que se
constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF- a las familias
con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y. utilizando un alto contenido de recursos
locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y
social de los niños de los estratos sociales pobres del país,"

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se componen,
principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las personas que
desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado. Asf reza dicha norma
legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la
Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias, en acción mancomunada, atiendan
las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños
de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante ¡a contribución
voluntaría de ¡a sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla condición
laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que tengan derecho a
percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han sido
desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de 20124, cuyo artículo 36 dispone
que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a tas Madres Comunitarias y Sustitutas una
beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De manera progresiva durante los años
2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en procura de garantizar a
todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique
otorgarles la calidad de funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, ¡os siguientes aspectos en relación con la vinculación
de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta ¡a vinculación laboral de las Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo
suscrito con ¡as.entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social." (Art. 2).

(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los fineamientos establecidos por el
ICBF." (Art. 4).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributarla y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de tas entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente no
implicaba una relación laboral., lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura e
inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó con
la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para que las
madres comunitarias tengan rodas ¡as garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo
de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 2Q146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de
Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal con
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia,
como se trata de un conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el
Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de
seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se
repondrá el numeral 1° del auto de 15 de diciembre de 2017.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

ftERQ: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 15 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que no
fueron consignados.

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudidal-gov.co/web/juzgado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

CIRA J0SE RODRÍGUEZ ALARCQN



Rama Judicial

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00469
Demandante: Ampara De Jesús Pastrana Reyes
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir e! recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

1

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y ei Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a la población infantil más pobre de tos sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos de! ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de ios niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social efe los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)... '•

\ - •
86.2. A su turno, el articulo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa-,de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la. sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñaren y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente ai salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar,"
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas ¡aboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social."(Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibldem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iíi) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan tos lincamientos
establecidos por eí ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
¡a naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Arí. 7)
(Negrillas fuera de! texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en e! Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Promiscuo
Municipal de San Carlos, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados..

Finalmente se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campe y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se
RESUELVE:

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 13 de diciembre de 2017, el cual

quedará así:

"Remitir el expediente al Juzgado Promiscuo del Circuito de Cerete".

•Por e, «I se recenta palman,. .1 «Ito* 36 /a Ley 1607 * 2012 y se dicten otas «po**n~ "

• Artículos 5 y 12 del Código Procesal drl Trabajo y de la Seguridad Laboral.
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TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52,147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar corno
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para ios fines de la
sustitución conferida.

NOTIFSQUESE Y CÚMPLASE

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgadD-02-administrativo-de-monterla/42

La Secretaria,

E RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00467
Demandante: Lety Isabel Gamero Doria
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a ¡a población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
pafs,

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del pafs."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que ios HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos ¡ocales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del pafs." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vinculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de' HCB, 'por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso efe/-año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente medíante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará ¡a gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, medíante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas ias
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serian vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originadlo en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Promiscuo
Municipal de San Carlos, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se
RESUELVE:

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 13 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

"Remitir el expediente al Juzgado Promiscuo del Circuito de Cerote".

9 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.



Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00467

TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Monleria, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.. en el link
rit(p://www.ramajudicial.go«.co/we^juzgado-02-adm¡nisyativo-de-monteria/42

La Secretaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de ControS: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°; 23.00133.33.002.2017.00465
Demandante: Saris María Sejin Rodelo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatívidad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos e! de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, medíante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para ¡a continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a ¡os
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un aito contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su tumo, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente ai salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en ei Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

3 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de fas madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en ¡a prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
¡a naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Promiscuo
Municipal de San Carlos, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

IERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 13 de diciembre de 2017, el cual
quedará así:

"Remitir el expediente ai Juzgado Promiscuo del Circuito de Cerote",

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.
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TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

QUINTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Moníerte, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
http://www.ramajudícial.gov.co/web/jU2gado-02-adminístralivo-üe-monieria'42

La Secretaria,

JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Kama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00228
Demandante: Guadalupe Del Socorro Montiel
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante contra
el auto de 15 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción
para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previas las
siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de trabajo
suscrito con las entidades' administradoras del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior
de la Judicatura dentro del'expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no es aplicable al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la demandante
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos del
proceso. Para tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la norrnatividad legal
que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha contra
¡a Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de Hogares
Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más pobre de los
sectores sociales urbanos y rurales del país.



Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00228

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el presupuesto
de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y cobertura de los
HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB como "aquellos que se
constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ~ ICBF- a las familias
con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos
locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y
social de ios niños de los estratos sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se componen,
principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las personas que
desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado. Así reza dicha norma
legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la
Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias, en acción mancomunada, atiendan
tas necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños
de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante la contribución
voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tai situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla condición
laboral de las madres comunitarias y considerarías como trabajadoras para que tengan derecho a
percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han sido
desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de 20124, cuyo artículo 36 dispone
que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y Sustituías una
beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De manera progresiva durante los años
2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en procura de garantizar a
todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique
otorgarles la calidad de funcionarías públicas. :

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salarlo mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con la vinculación
de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboraímente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social," (Art. 2).

(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos establecidos por el
ICBF." (Art. 4).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar." (Art, 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente no
implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura e
inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, ¡o cual se materializó con
la expedición del Decreto 289 'de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para que las
madres comunitarias tengan todas las garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo
de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
medíante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de
Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal con
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia,
como se trata de un conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el
Despacho considera que ia Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de
seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se
repondrá el numeral 1° del auto de 15 de diciembre de 2017.

Finalmente, el Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que no fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

, . No reponer el numeral 1° del auto de fecha 15 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que no
fueron consignados.

*/»^^
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a Isa 8:00 a.m,, en el link
http-//www.ramajud¡r,Íal.gov.co/web/jU2gado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

'SE RODRÍGUEZ ALARCON
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO
DE MONTERÍA

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00248
Demandante; Nelly de la Ossa Ramos
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

1. RECURSO DE REPOSICIÓN

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

2. DECISIÓN

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó ei estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):
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"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del articulo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas, del instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a ¡as familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaría de la sociedad y ¡a familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 2014S, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

1 "Por ¡a cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Porel cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboraímente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2),
(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legafmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ¡CBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice ia calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 13 de diciembre de 2017.

Se devolverá el remanente de los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personería al doctor Cesar Armando Herrera Montes
para actuar como apoderado sustituto de la demandante.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

ü "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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Devolver el remanente de los gastos ordinarios del proceso. Por
Secretaría, deberán realizarse las deducciones contables pertinentes.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.. en el link
IUlp;//wvAv.ramajudic¡al.gov.co/web/iuzgado-02-admín!Strativo-de-monteria/42

La Secretaria,

CIl&rjOSE RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento dei Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00236
Demandante: Dioceüna del Carmen Llórente Tejada
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

2. DECISIÓN

En sentencia T-480/16, Ma Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):



Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00236

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de ¡os HCB. El parágrafo 2 del articulo 1 de ese cuerpo normativo define a ¡os
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades bésicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos ¡ocales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas ¡as Madres Comunitarias
estarán formalizadas /adora/mente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibidem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras de! Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Sociai." (Art. 2).
(üi) "Podrán ser empleadores de ¡as madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencia! dei servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se traía de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 18 de diciembre de 2017.

Se devolverá el remanente de los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá; personería al doctor Cesar Armando Herrera Montes
para actuar como apoderado sustituto de la demandante.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 18 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

"Por el cual se reglamenta parcialmenteiel artículo 36 ¡a Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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Devolver el remanente de los gastos ordinarios del proceso. Por
Secretaría, deberán realizarse las deducciones contables pertinentes.

Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
hltp://www.ramajudic¡al.gov.co/web/juzgado-02-administrat¡vo-de-monteria/42

La Secretaria,

CIRA^OSE RODRÍGUEZ ALARCON
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Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Conírol: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00280
Demandante: Luz Elena Gómez Vargas
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 15 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):
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"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de ios programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
para atender a la población infantil mes pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2, A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de--un trabajo solidario que se
constituye mediante ¡a contribución voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salarlo mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo lega! mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salarlo mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

1 "Por la cual se asignan recursos a! Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de fas Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art 1).

(¡i) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social."(Art. 2).
(¡ti) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "E! ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en e! Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en e! Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 15de diciembre de 2017.

Se devolverá el remanente de los gastos ordinarios del proceso teniendo en
cuenta que fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá, personería al doctor Cesar Armando Herrera Montes
para actuar como apoderado sustituto de la demandante.

En virtud de lo expuesto, se

ERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 15 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

"Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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Devolver el remanente de los gastos ordinarios del proceso. Por
Secretaria, deberán realizarse las deducciones contables pertinentes.

TERCERO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el llnk
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-02-admjnistrativo-cle-monteria/42

La Secretaria,

RODRÍGUEZ ALARCON
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Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00475
Demandante: Glider Hernández Miranda
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
r)ttp://www.famajudicial.gov.co/web/juzgado-02-administrativo-cie-fnQníeria/42

La Secreíaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON

4



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00237
Demandante: Elizabeth Josefina Negrete Bravo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatívidad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF);

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pég. 57), en diciembre
de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de
Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el



Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017,00283

portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo
ELECTRÓNICO a
http://www.ra

La Secretaria

El anterior auto fue notificado por ESTADO
a.m., en el link

?gado-02-administrativo-de-monteria/42

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Ramajudidal
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2013.00096
Demandante: Marleny Del Carmen pacheco López
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante contra
el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción
para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previas las
siguientes

1. RECURSO DE REPOSICIÓN

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior
de la Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no es aplicable al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la demandante
y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF).

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, se ordene la devolución de
los gastos del proceso. Para tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó e! estudio de la normatividad legal
que ha regulado la labor ;de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en et fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha contra



la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de ¡os programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de Hogares
Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más pobre de los
sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante ia cual se incrementó el presupuesto
de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y cobertura de los
HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB como "aquellos que se
constituyen a través de becas del instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF- a las familias
con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos
locales, atiendan ¡as necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y
social de los niños de los estratos sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se componen,
principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las personas que
desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado. Así reza dicha norma
legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o de! artículo 1o de ia
Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias, en acción mancomunada, atiendan
las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños
de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante la contribución
voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños...

89. Ante tai situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla condición
laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que tengan derecho a
percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han sido
desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607,de 20124, cuyo artículo 36 dispone
que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y Sustituías una
beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De manera progresiva durante ios años
2013, se diseñarán y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en procura de garantizara
todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique
otorgarles la calidad de funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con ia vinculación
de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con ¡as
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social."(Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos a! Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."



(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos establecidos por el
¡CBF."(Art. 4).

(¡v) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
los niños beneficiarios del 'pfógrama, atendiendo la naturaleza especial y esencial del servicio
público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la ¡aborde madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente no
implicaba una relación laboral, ¡o cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura e
inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó con
la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para que las
madres comunitarias tengan todas las garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo
de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con.las entidades administradoras del Programa de
Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal con
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia,
como se trata de un conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el
Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de
seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se
repondrá el numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia mencionada, en
el sentido de remitir el expediente al Juzgado Laboral dei Circuito de Montería, quien es
el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que efectivamente fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

lERO: No reponer el. numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 20171

mediante el cual se declarp la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregiré! numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual quedará
así;

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral.



"Remitir el expediente al Juzgado Laboral del Circuito de Montería".

TERCERO: Devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
efectivamente fueron consignados. Para lo anterior, se dispondrá por secretaría hacer
las deducciones contables a que haya lugar.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el llnk
http'.'/www.ramajudicial.gov.co/web/ju|sado-Q2-administrativo-de-monter¡a/'í2

La Secretaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON
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Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

tedio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente H°: 23.001.33.33.002.2013.00095
Demandante: Evanis Páez Martínez
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante contra
el auto de 11 de diciembre :de 2017, mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción
para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previas las
siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas que
consagran que las madres comunitarias se deben vincular a través de contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar, rigen desde su fecha de promulgación. La providencia de fecha 27 de
septiembre de 2017 proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior
de la Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no es aplicable al caso concreto.

i
El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso contra el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros, teniendo en
cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación, atención y protección de
la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la demandante
y el Instituto Colombiano de( Bienestar Familiar (ICBF).

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, se ordene la devolución de
los gastos del proceso. Para tales efectos, autorizó al señor Ulianov Martínez Pereira.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad legal
que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano de

Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre de
1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de Lucha contra



la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los programas
específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el Proyecto de Hogares
Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la población infantil más pobre de los
sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el presupuesto
de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo y cobertura de los
HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los HCB como "aquellos que se
constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de. Bienestar Familiar -1CBF- a las familias
con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos
locales, atiendan las necesidades básicas, de nutrición, salud,-protección y desarrollo individual y
social de los niños de los estratos sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de19952, cuyo artículo :1 precisa que los HCB se componen,
principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las personas que
desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado. Así reza dicha norma
legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la
Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que asigne el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las familias", en acción mancomunada, atiendan
las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños
de estratos sociales pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el articulo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el ICBF
y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias, no implica
relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye mediante la contribución
voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los niños..'.

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla condición
laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que tengan derecho a
percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las madres
comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que presuntamente han sido
desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de 20124, cuyo artículo 36 dispone
que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgaré a las Madres Comunitarias y Sustituías una
beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. Dé,manera progresiva durante los años
2013, se diseñaren y adoptarán diferentes modalidades de vinculación, en procura de garantizar a
todas las madres comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique
otorgarles la calidad de funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se hará
a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, tocias las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo con el
tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación equivalente al
salario mínimo del 2014, proporcional al numero de días activos y nivel de ocupación del hogar
sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original). <

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto 289 de
20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con la vinculación
de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con las
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo
suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y
contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de
Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan el Sistema de
Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar. "

3 Ibídem.
>

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."



(iii) "Podrán ser empleadores de ¡as madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente, con
capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los líneamientos establecidos por el
ICBF."(Art. 4).

(ív) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes formas de atención, con el
fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio y el respeto por los derechos de
tos niños beneficiarios del programa, atendiendo ¡a naturaleza especial y esencial del servicio
publico de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares Comunitarios de
Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que supuestamente no
implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012 se desechó tal postura e
inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera naturaleza, lo cual se materializó con
la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la suscripción de contratos de trabajo para que las
madres comunitarias tengan todas las garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo
de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado la
calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas circunstancias
de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146, en el que se
determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serian vinculadas
mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de
Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar solidaridad patronal con
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que contarían con todos los
derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia,
como se traía de un conflicto Jurídico originado en un contrato de trabajo, el
Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de
seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2
del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se
repondrá el numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia mencionada, en
el sentido de remitir el expediente al Juzgado Laboral del Circuito de Montería, quien es
el competente por razón del lugar y la cuantía7.

Finalmente, el Despacho devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que efectivamente fueron consignados.

En virtud de lo expuesto, se

IERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se decían? la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer del
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual quedará
así: ;

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

7 Artículos 5 y 12 del Código Procesal del.Trabajo y <je |a Seguridad Labora!.



"Remitir el expediente al Juzgado Laboral del Circuito de Montería".

TERCERO: Devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
efectivamente fueron consignados. Para lo anterior, se dispondrá por secretaría hacer
las deducciones contables a que haya lugar.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.. en el link
http://www.ramajudicial.gov.co/web/ii*^ae|g^2-adrii¡nistrat¡vo-de-monteria/42

La Secretaria,

JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON
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República de Colombja

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00246
Demandante: María Cleofe Torres
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 13 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre
de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de
Lucha contra la Pobreza Absoluta y para ¡3 Generación de Empleo, y definió como uno cíe /os
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el
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Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la
población infantil más pobre de ¡os sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan ¡as necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de ¡os niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que ¡os HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, ¡as cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado.
Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el
parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que
asigne e/ Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos ¡ocales, para que las
familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud,
protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país."
(Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el
ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias,
no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye
mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los
niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salarlo mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de $us derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió ¡a Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un 'salario mfnimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptaren diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se
hará a partir de /a vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo
con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación
equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de
ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con
la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de ¡as Madres Comunitarias con
las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Sociai." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y sé dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente _ el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legaimente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan ¡os Uneamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio
y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza
especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto
original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que
supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012
se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146,
en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serian
vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar
solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que
contarían con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo
de Trabajo; en consecuencia, como se traía de un conflicto jurídico originado en
un contrato de trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su
especialidad laboral y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme
a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad
Laboral, razón por la que no se repondrá el numeral 1° del auto del auto recurrido.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se
RESUELVE:

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 13 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados

TERCERO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

NOTIFÍQUESE Y C

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.. en el link
http://wv™Tamajud¡cial.gov^web/|uzgado-02-adrnin!strativo-de-rnoritena/42

^^^La Secretaria,

'SE RODRÍGUEZ ALARCON
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c / /3 Consqo Superior de la Judicatura

República de Colombia

DE MONTERÍA

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00519
Demandante: Nelly Gómez Paternina
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

1. RECURSO DE REPOSICIÓN

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en eí fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre
de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de
Lucha contra ia Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de ios
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el
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Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a ía
población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del articulo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado.
Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el
parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que
asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las
familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud,
protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país."
(Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el
ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias,
no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye
mediante ¡a contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los
niños...

89. Ante tai situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarías como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y e! arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que ¡o anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se
hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas ¡as Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo
con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación
equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de
ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con
la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con
las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibfdem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iif) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan ¡os lincamientos
establecidos por el iCBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio
y el respeto por los derechos de los niños beneficiarlos del programa, atendiendo la naturaleza
especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto
original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que
supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012
se desechó tal postura e inició e! reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146,
en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían
vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar
solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que
contarían con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo
de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un conflicto jurídico originado en
un contrato de trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su
especialidad laboral y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme
a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad
Laboral, razón por la que no se repondrá el numeral 1° del auto del auto recurrido.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar corno apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

!ERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 18 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados

TERCERO; Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía ND 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente e! articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J,, para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.^ffel link
htlp://www.rama¡udicial.gov.coj«íeb/jtfeg3do-02-administraíivo-de-monter¡a/42

La Secretaria,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de la Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00547
Demandante: Carmen Alicia Genes Barrios
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 25 de enero de 2018, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

1. RECURSO DE REPOSICIÓN

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pég. 57), en diciembre
de 1986, e! Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó e! Plan de
Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de ios
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el
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Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la
población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del pafs."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servido prestado.
Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el
parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que
asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las
familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud,
protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país."
(Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su tumo, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre ei
ICBF y las personas que integran e! programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias,
no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo- solidario que se constituye
mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los
niños...

89. Ante tal situación, ei Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar la
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que ¡o anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para ei reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se
hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo
con el tiempo de dedicación al Programa, Las madres sustituías recibirán una bonificación
equivalente al salario mínimo de! 2014, proporcional al número de días activos y nivel de
ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, ¡os siguientes aspectos en relación con
la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con
las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones.'

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, ¡as entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ÍCBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio
y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios dei programa, atendiendo la naturaleza
especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto
original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar de! ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que
supuestamente no implicaba una relación laboral, ¡o cierto es que solo a partir del año 2012
se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición de! Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146,
en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían
vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar
solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que
contarían con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo
de Trabajo; en consecuencia, como se traía de un conflicto jurídico originado en
un contrato de trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su
especialidad laboral y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme
a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad
Laboral, razón por la que no se repondrá el numeral 1° del auto del auto recurrido.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar corno apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

No reponer el numeral 1° del auto de fecha 25 de enero de 2018,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

i: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados

TERCERO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula dé ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el articulo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m., en el link
htlp://www.ramajud¡cíal.gov.co/web/jiizgado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretarla,

RIGUEZ ALARCON



Rama Judicial

República de Colombia

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00515
Demandante: Candida Mestra Zabaleta
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de ios gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó e! estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de ¡os programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, media-nte la-cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original),..

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizar ¡a
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarlas públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustitutas recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo de! 2014, proporcional a! número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por e! Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Arí. 1).

(¡i) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos ios derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones,"

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo de! Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 IbFdem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 ¡a Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas iegalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servicio y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, ¡o cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en ei Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un
conflicto jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 18 de diciembre de 2017.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 18 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería. 16de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 3:00 a.m.. en el lirtk
http;//www.ramajud¡cial.gov.co'web/juzgado-02-administrat¡vo-de-monteria/42

La Secretaría,

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON



Rama Judicial
Consejo Superior de k Judicatura

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00475
Demandante: Glider Hernández Miranda
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 11 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015,
normas que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias,
rigen desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la
relación laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar
Comunitario de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017
proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la
Judicatura dentro del expediente radicado con el N° 11001010200020170180000
(14460-33) no se ajusta al caso concreto.

El medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido por la
demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se puede
desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la niñez,
sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria, inherente
al servicio público.

En caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de los gastos
del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la
normatividad legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF);

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en
diciembre de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó
el Plan de Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió
como uno de los programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar,
donde se inscribió el Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB)
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para atender a la población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del
país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de ios estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuates son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio
prestado. Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se
refiere el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen medíante las
becas que asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales,
para que las familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de
nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales
pobres del país." (Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, e! artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre
el ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres
comunitarias, no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se
constituye mediante la contribución voluntaría de la sociedad y la familia para asistir y
proteger a los niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo redamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias
se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias
estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de
acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una
bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos
y nivel de ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación
con la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias
con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar."
(Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaría y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(¡y) "El ICBF inspeccionará, vigilaré y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del
servido y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo
la naturaleza especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7)
(Negrillas fuera del texto original).

92. Como se observa, si bien ¡a labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad
que supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año
2012 se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de
20146, en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que
serían vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se
pudiera predicar solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar (ICBF), y que contarían con todos los derechos y garantías consagradas
en el Código Sustantivo de Trabajo; en consecuencia, como se traía de un
conflicto Jurídico originado en un contrato de trabajo, el Despacho considera
que la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad social, es la
encargada de conocerlo conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del Código
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Laboral, razón por la que no se repondrá el
numeral 1° del auto de 11 de diciembre de 2017.

Ahora bien, se dispondrá la corrección del numeral 2 de la providencia
mencionada, en el sentido de remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de
Lorica, quien es el competente por razón del lugar y la cuantía7.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta
que no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

rmnERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 11 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento de! Derecho.

SEGUNDO: Corregir el numeral 2° del auto de 11 de diciembre de 2017, el cual

quedará así:

"Remitir el expediente al Juzgado Civil del Circuito de Lorica".

par^^^

Artículos 5 y 12 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Labora!.
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TERCERO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 de! C.S. de la J., para actuar como
apoderado principa! de la demandante, en los términos y para los fines de! poder
conferido.

QUINTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fue notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.m.. en el Ifnk
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-02-administrativo-de-monteri3/42

La Secretaria,

,RCON



\ Rama Judicial

República de Colombia

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00237
Demandante: Elizabeth Josefina Negrete Bravo
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

1. RECURSO DE REPOSÍCION

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre
de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de
Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el
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Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la
población infantil más pobre de ios sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó ei
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. Ei parágrafo 2 de! artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas del instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individual y social.de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó el Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado.
Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el
parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que
asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las
familias, en acción mancomunada, atiendan /as necesidades básicas de nutrición, salud,
protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país."
(Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el
ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias,
no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye
mediante la contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los
niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo redamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustituías una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se
hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo
con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación
equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de
ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con
la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "Elpresente decreto reglamenta la vinculación laboral de ¡as Madres Comunitarias con
las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(¡i) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas laboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social."(Art. 2).

1 "Por la cual se asignan recursos a! Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo de! Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibídem.

4 "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."

2



Expediente N°: 23.001.33.33.002.2017.00237

(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lineamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF Inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio
y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza
especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto
original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que
supuestamente no implicaba una relación laboral, lo cierto es que solo a partir del año 2012
se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con ¡a expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146,
en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían
vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar
solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que
contarían con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo
de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un conflicto jurídico originado en
un contrato de trabajo, el Despacho considera que la Jurisdicción Ordinaria en su
especialidad laboral y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme
a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad
Laboral, razón por la que no se repondrá el numeral 1° del auto del auto recurrido.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios de! proceso teniendo en cuenta que
nn fiiArnn nnnRÍnn ariosno fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 18 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados

TERCERO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52,147 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para ios fines del poder
conferido.

6 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S. de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo de 2018. El anterior auto fiíe notificado por ESTADO
ELECTRÓNICO a las 8:00 a.nr, en el link
hEtp://www.ramajudicialgov.co/w^a^pKzgado-02-administrativo-de-monteria/42

La Secretaria,

E RODRÍGUEZ ALARCON

4



Rama Judicial
Consejo Supenot de la Judicatura•* * *

Montería, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Expediente N°; 23.001.33.33.002.2017.00283
Demandante: Onisis Lucia Rojas Fuentes
Demandado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)

Se procede a decidir el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante
contra el auto de 18 de diciembre de 2017, mediante el cual se declaró la falta de
jurisdicción para conocer el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del
Derecho, previas las siguientes

Sostuvo que la Ley 1607 de 2012 y el Decreto Compilatorio 1072 de 2015, normas
que establecen la modalidad de vinculación de las madres comunitarias, rigen
desde su fecha de promulgación; en consecuencia, no son aplicables a la relación
laboral existente entre las partes originada desde el Programa Hogar Comunitario
de Bienestar. La providencia de fecha 27 de septiembre de 2017 proferida por la
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura dentro del
expediente radicado con el N° 11001010200020170180000 (14460-33) no se ajusta
al caso concreto.

Que el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho se interpuso
contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y no contra terceros,
teniendo en cuenta las labores desplegadas encaminadas a la educación y
protección de la niñez, las cuales se asemejan a las de un empleado público.

Alega que es innegable el nexo entre el hogar comunitario de bienestar atendido
por la demandante y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). No se
puede desconocer la estrecha relación entre la política pública de atención a la
niñez, sus fines y objetivos y la labor desempeñada como madre comunitaria,
inherente al servicio público.

Solicita que en caso de no reponerse la decisión adoptada, solicitó la devolución de
los gastos del proceso.

En sentencia T-480/16, la Corte Constitucional realizó el estudio de la normatividad
legal que ha regulado la labor de las madres comunitarias del Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (ICBF):

"84. Como se reiteró en el fundamento jurídico N° 78 de esta sentencia (pág. 57), en diciembre
de 1986, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) aprobó el Plan de
Lucha contra la Pobreza Absoluta y para la Generación de Empleo, y definió como uno de los
programas específicos el de Bienestar y Seguridad Social del Hogar, donde se inscribió el
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Proyecto de Hogares Comunitarios de Bienestar (en adelante HCB) para atender a la
población infantil más pobre de los sectores sociales urbanos y rurales del país.

85. Dos años después, se expidió la Ley 89 de 19881, mediante la cual se incrementó el
presupuesto de ingresos del ICBF, con destinación exclusiva para la continuidad, desarrollo
y cobertura de los HCB. El parágrafo 2 del artículo 1 de ese cuerpo normativo define a los
HCB como "aquellos que se constituyen a través de becas, dei Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus
vecinos y utilizando un alto contenido de recursos Jocales, atiendan las necesidades básicas
de nutrición, salud, protección y desarrollo individua! y social de los niños de los estratos
sociales pobres del país."

86. Luego, se sancionó e! Decreto 1340 de 19952, cuyo artículo 1 precisa que los HCB se
componen, principalmente, por las becas que asigna el ICBF, las cuales son pagadas a las
personas que desempeñan la labor madre comunitaria, como retribución al servicio prestado.
Así reza dicha norma legal: "Los Hogares Comunitarios de Bienestar a que se refiere el
parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 89 de 1988, se constituyen mediante las becas que
asigne el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los recursos locales, para que las
familias, en acción mancomunada, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud,
protección y desarrollo individual y social de los niños de estratos sociales pobres del país."
(Negrilla fuera del texto original)...

86.2. A su turno, el artículo 4 del decreto en mención indica que el vínculo que existe entre el
ICBF y las personas que integran el programa de HCB, por ejemplo las madres comunitarias,
no implica relación laboral, por cuanto se trata de un trabajo solidario que se constituye
mediante ¡a contribución voluntaria de la sociedad y la familia para asistir y proteger a los
niños...

89. Ante tal situación, el Comité PIDESC reiteró su recomendación de 1995: "regularizarla
condición laboral de las madres comunitarias y considerarlas como trabajadoras para que
tengan derecho a percibir el salario mínimo"3.

90. Como resultado de esas recomendaciones internacionales y el arduo reclamo de las
madres comunitarias para obtener el reconocimiento de sus derechos laborales que
presuntamente han sido desconocidos de manera sistemática, se expidió la Ley 1607 de
20124, cuyo artículo 36 dispone que: "Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las
Madres Comunitarias y Sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual
vigente. De manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres comunitarias el
salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique otorgarles la calidad de
funcionarías públicas.

La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres comunitarias se
hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres Comunitarias estarán
formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o su equivalente de acuerdo
con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres sustituías recibirán una bonificación
equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel de
ocupación del hogar sustituto durante el mes." (Negrilla fuera del texto original).

91. La disposición legal anteriormente citada fue reglamentada parcialmente por el Decreto
289 de 20145, cuyo articulado desarrolló, entre otros, los siguientes aspectos en relación con
la vinculación de las madres comunitarias:

(i) "El presente decreto reglamenta la vinculación laboral de las Madres Comunitarias con
las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar." (Art. 1).

(ii) "Las Madres Comunitarias serán vinculadas ¡aboralmente mediante contrato de
trabajo suscrito con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios
de Bienestar y contarán con todos los derechos y garantías consagradas en el Código
Sustantivo de Trabajo, de acuerdo con la modalidad contractual y las normas que regulan
el Sistema de Protección Social." (Art. 2).

1 "Por ¡a cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones."

2 "Por el cual se dictan disposiciones sobre el desarrollo de! Programa Hogares Comunitarios de Bienestar."

3 Ibfdem.

A "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones."

5 "Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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(iii) "Podrán ser empleadores de las madres comunitarias, las entidades administradoras del
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar que hayan sido constituidas legalmente,
con capacidad contractual, personería jurídica y que cumplan los lincamientos
establecidos por el ICBF." (Art. 4).

(iv) "El ICBF inspeccionará, vigilará y supervisará la gestión de las entidades
administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar en sus diferentes
formas de atención, con el fin de que se garantice la calidad en la prestación del servicio
y el respeto por los derechos de los niños beneficiarios del programa, atendiendo la naturaleza
especial y esencial del servicio público de Bienestar Familiar." (Art. 7) (Negrillas fuera del texto
original).

92. Como se observa, si bien la labor de madre comunitaria del Programa Hogares
Comunitarios de Bienestar del ICBF, desde sus inicios, fue concebida como una actividad que
supuestamente no implicaba una relación labora!, lo cierto es que solo a partir del año 2012
se desechó tal postura e inició el reconocimiento y adopción gradual de su verdadera
naturaleza, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 289 de 2014, mediante la
suscripción de contratos de trabajo para que las madres comunitarias tengan todas las
garantías y derechos consagrados en el Código Sustantivo de Trabajo..."

Del anterior recuento se advierte que las madres comunitarias nunca han ostentado
la calidad de empleadas públicas y que han ejecutado su labor en las mismas
circunstancias de tiempo, modo y lugar que las descritas en el Decreto 289 de 20146,
en el que se determinó que no tendrían calidad de servidoras públicas, que serían
vinculadas mediante contrato de trabajo suscrito con las entidades administradoras
del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, sin que se pudiera predicar
solidaridad patronal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que
contarían con todos los derechos y garantías consagradas en el Código Sustantivo
de Trabajo; en consecuencia, como se trata de un conflicto Jurídico originado en
un contrato de trabajo, el Despacho considera que ia Jurisdicción Ordinaria en su
especialidad laboral y de seguridad social, es la encargada de conocerlo conforme
a lo dispuesto en el artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad
Laboral, razón por la que no se repondrá el numeral 1° del auto del auto recurrido.

El Despacho no devolverá los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados.

Finalmente, se reconocerá personerías a los doctores Armando Ramón Herrera
Campo y Cesar Armando Herrera Montes, para actuar como apoderados principal
y sustituto de la demandante, respectivamente.

En virtud de lo expuesto, se

PRIMERO: No reponer el numeral 1° del auto de fecha 18 de diciembre de 2017,
mediante el cual se declaró la falta de jurisdicción de éste Juzgado para conocer
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

SEGUNDO: No devolver los gastos ordinarios del proceso teniendo en cuenta que
no fueron consignados

TERCERO: Reconocer personería al Doctor Armando Ramón Herrera Campo
identificado con la cédula de ciudadanía N° 6.872.425 expedida en Montería y
portador de la tarjeta profesional 52.147 del C.S, de la J., para actuar como
apoderado principal de la demandante, en los términos y para los fines del poder
conferido.

CUARTO: Reconocer personería al Doctor Cesar Armando Herrera Montes
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.067.851.322 expedida en Montería y

0 "Por e! cual se reglamenta parcialmente el artículo 36 la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones."
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portador de la tarjeta profesional 228.058 del C.S, de la J., para actuar como
apoderado sustituto de la demandante, en los términos y para los fines de la
sustitución conferida.

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE
MONTERÍA

Montería, 16 de marzo
ELECTRÓNICO a
http://www.ra

La Secretarla,

El anterior auto fue notificado por ESTADO
a.m,, en el link

~?gado-02-administrativo-de-monteria/42

CIRA JOSÉ RODRÍGUEZ ALARCON


